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persona detenida o presa será informada de forma que le sea
comprensible ... de los derechos que le asistan» y entre ellos el
derecho a ser asistido de intérprete, que es el aquí debatido. La
cuestión realmente planteada consiste, por tanto, en determinar si
el ciudadano español que no comprenda o no hable el castellano
tiene, al i¡uaI que el extranjero que se encuentre en esa circunstan­
cia, el derecho a ser asistido por intérprete.

3. Acotado así el objeto del recurso, es evidente que el derecho
a ser asistido de un intéJ1lrete deriva del desconocimiento del
idioma castellano que imPide al detenido ser informado de sus
derechos, hacerlos valer y formular las manifestaciones que consi­
dere pertinentes ante la administración policial, pues si algunos de
esos derechos pudieran respetarse por otros medios (la simple
información, por ejemplo, por un texto escrito en la lengua que
entienda el detenido) otros derechos, que suponen un diálogo con
los funcionarios policiales, no pueden satisfacerse probablemente
sin la asistencia de in\ér¡¡rete. Este derecho debe entenderse
comprendido en el arto 24. f de la Constitución en cuanto dispone
que en ningún caso puede producirse indefensión. Y aun9ue es
cierto que este precepto parece referirse a las actuciones judiciales
debe interpretarse extensivamente como relatívo a toda clase de
actuaciones que afectan a un posible juicio y condena y, entre ellas,
a las diligencias policiales cuya importancia para la defensa no es
necesario ponderar. La atribución de este derecho a los españoles
que no conozcan suficientemente el castellano y no sólo a los
extranjeros que se encuentren en ese caso no debe ofrecer duda. Lo
contrario supondría una fbwante discriminacíón prohibida por el
art. 14 de la Constitución. f'lo cabe objetar que el castellano es la
lengua española oficial del Estado y que todos los españoles tienen
el deber de conocerla (art 3.1 de la Constitución), ya que lo que
aqui se valora es un hecho (la ignorancia o conocimiento insufi­
ciente del caste1Iano) en cuanto afecta al ejercicio de un derecho
fundamental, cual es el de defensa. En el fondo se trata de un
derecho que, estando ya reconocido en el ámbito de las actuaciones
judiciales (arts. 23I.S de la L.O.PJ. ~ 398, 440, 711 Y 758.2 de la
L.E.Cr.), debe entenderse que también ha de reconocerse en el
ámbito de las actuaciones policiales que preceden a aquéllas y que,
en muchos casos, les sirven de antecedente. Ciertamente, el deber
de los españoles de conocer el castellano, antes aludido, hace
suponer que ese conocimiento existe en la realidad, pero tal
presunción puede quedar desvirtuada cuando el detenido o preso
alega veroslmilmente su ignorancia o concimiento insuficiente o
esta circunstancia se pone de manifiesto en el transcurso de las
actuaciones policiales.

4. Consecuencia de lo expuesto es que el derecho de toda
persona, extranjera o española, que desconozca el castellano a usar
de intérprete en sus declaraciones ante la Policía, deriva, como se
ha dicho, directamente de la Constitución y no exige para su
ejercicio una configuración legislativa, aunque ésta puede ser
conveniente para su mayor eficacia. El hecho de que la Ley
impugnada, al dar nueva redacción al art 520 de la Ley de

Sala Segunda. Recurso de amparo número 33011986.
Sen/eneia número 7511987, de 25 de mayo.

La Sala Segunda del Tn"bunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria Begué Cantón, Presidenta; don An¡el Latorre Segura,
don Fernando Garcfa-Mon y González-Regueral, don Carlos de la
Vega Benayas, don Jesús Leguina Villa y don Luis López Guerra,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 330/1986, interpuesto por el
Procurador de los Tribunales don Albita Martínez Diez, en
representación de don Casimiro Pérez Nosti, asistido del Letrado
don Jesús Castrillo Aladro, contra Sentencia de la Sala Segunda del
Tribunal Supremo de 4 de marzo de 1986, que desestimó el recurso
de casación por él interpuesto contra Sentencia de la Audiencia
Provincial de Tarragona de 29 de mayo de 1984. Ha comparecido
el Ministerio Fiscal y el Procurador de los Tribunales don Enrique
BroaIla de Piniés, en nombre de don Juan Manuel Merino Blanco,
parte peJjudicada en el proceso ~nal, asistido del Letrado don
Jaime Picornell Picornell, y ha Sldo Ponente el Magistrado don
Fernando Garcia-Mon y González-Regueral, quien expresa el
parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

I. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal el 26 de
marzo de 1986, el Procurador de los Tribunales don Albita

Enjuiciamiento Criminal, se refiera sólo expresamente en su
apartado 2.e) al extranjero podria ser una deficiencia le~slativa,
pero no supone propiamente un caso de inconstitucionahdad por
omisión como pretende el Gobierno Vasco, ya que tal tipo de
inconstitucionalidad sólo existe «cuando la Constitución impone al
legislador la necesidad de dictar normas de desarrollo constitucio­
nal y el legislador no lo hace» (STC 24/1982, de 13 de mayo,
fundamento juridico 3."). La norma contenida en el arto 520.2.e) es,
con toda evidencia, constitucional siemJl!'C que no se interprete en
sentido excluyente, es decir, en el senudo de que al reconocer el
derecho a intérprete del extranjero "'Se le niega ese derecho al
español que se encuentra en las mismas circunstancias. Basta pues,
con interpretar la norma impugnada con arreglo a la Constitución,
lo que es perfectamente posi61e, para disipar todo reproche de
inconstituClonalidad. Debe advertIrse además que el derecho a
intérprete, en cuanto nace única y exclusivamente del desconoci­
miento del castellano y de la imposibilidad subsiguiente de
relacionarse en forma comprensible, con la administración policial,
es aplicable con independencia del lugar en que se producen las
diligencias, es decir, para el caso aquí examinado fuera o dentro de
la Comunidad Autónoma Vasca. Y por último, debe señalarse
también que la asistencia del intérprete ha de ser gratuita para los
españoles que la necesiten como lo es para los extranjeros, según el
arto 520.3.e) de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Lo contrario
vulneraria el principio de i¡uaIdad consagrado en el art 14 de la
Constitución y supondría un obstáculo irrazonable al derecho de
defensa consagrado en el art 24.1 de la Norma fundamental.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J..E CONFIERE LA CONSTITU­
ClON DE LA NAClON ESPANOLA

Ha decidido:

Que el arto S20.2.e) de la Ley de Enjuiciamiento Criminal
redactado por la Ley Orgánica 14/1983, de 12 de diciembre, no es
inconstitucional interpretado en el sentido de que no priva del
derecho a ~el asistido por intérprete a los ciudadanos españoles que
no comprendan o no hablen el castellano.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estado».

Dada en Madrid a veinticinco de mayo de mil novecientos
ochenta y siete.-Firmado: Francisco Tomás y Valiente.-Gloria
Begué Cantón.-Angel Latorre Segura.-Luis Diez-Picaza y Ponce de
León.-Antonio Truyol Serra.-Fernando Garcia Mon y González­
Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-Eugenio Díaz Eimil.-Mi¡uel
Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-JesÚs Leguina Villa.-Luis López
Guerra.-Rubricado.

Martínez Diez, en nombre y representación de don Casimiro Pérez
Nosti, interpuso recurso de amparo contra la Sentencia de la Sala
Segunda del Tribunal Supremo de 4 de marzo de 1986, desestima­
toria del recurso de casación interpuso contra Sentencia de la
Audiencia Provincial de Tarragona de 29 de mayo de 1984, dictada
por el sumario núm. 48/1981, procedente del Juzgado de Instruc­
ción núm. I de Reus.

En el recurso de amparo se alegan los siguientes hechos:
a) Por Sentencia de 29 de mayo de 1984, la Audiencia

Provincial de Tarragona condenó a don Casimiro Pérez Nosti,
como autor de un delito de homicidio en grado de frustración, sin
la concurrencia de circunstancias modificativas de la responsabili­
dad criminal, a la pena de seis años y un dia de prisión mayor,
accesorias, indemnización de peJjuicios a don Juan Manuel Blanco
Merino en la cantidad de 5.003.700 pesetas y al pago de las costas
procesales.

En esta Sentencia, en relación con la atenuante 9." del arto 9 del
Código Penal -arrepentimiento espontáneo-, alegada subsidiaria­
mente por la defensa del procesado, a cuya atenuante se contrae
exclusivamente el recurso de ampa~ se dice lo siguiente en el
resultando de hechos probados:

«E1 procesado, una vez realizados los hechos y
cuando ya la Guardia Civil habia practicado las primeras
dili¡enClas por la llamada telefónica de un vecino, se
presentó ante las dependencias de la fuerza instructora,
dando una versión distinta a los hechos, afirmando que
se había producido un forcejeo entre los contendientes y
se habia disparado el arma accidentalmente.»

Y en el considerando cuarto se razona como sigue la no
apreciación de dicha atenuante:
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«Que no es de apreciar la circunstancia modificativa
de arrepentimiento espontáneo, alegada subsidiaria­
mente por la defensa del procesado, pues si bien es cierto
que la Sentencia del Tribunal Supremo de 12 de marzo
de 1979 establecía que el hecho de que se presente el
acusado ante la Policía cuando ya ésta se hallaba instru­
yendo las diligencias del caso, no es óbice insuperable
para la aplicación de esta atenuante cuando no consta
que el procesado al tiempo de su presentación conociera
la incoación de dK:bas diligencias, no lo es menos que tal
presentación o confesión ha de realizarse a impulsos
éticos espontáneos o morales de arrepentimiento,
debiendo ser la confesión veraz y no dando una versión
exculpatoria y desfigurada de los hechos como dio el
procesado, muy distinta a la redacción fáctica de la
presente resolución, que da lugar a que fundadamente no
pueda apreciarse la aludida atenuante (Sentencias del
Tribunal Supremo de 19 de enero de 1979, 11 de octubre
de 1978, entre otras muchas).»

b) Contra la anterior Sentencia interpuso recurso de casación
don Casimiro Pérez Nosti, alegando como único motivo, al amparo
del arto 849.1.0 de la L.E.Cr., infracción de Ley, por inaplicación, de
la causa novena del arto 9 del Código Penal «en cuanto definidor
del arrepentimiento espontáneo como circunstancia atenuadora de
la responsabilidad criminal, concurrente en la conducta del J.lroce­
sado recurrente». Razona desde el ángulo de la legislación ordinaria
la procedencia de aplicar dicha atenuante y adade: «Promulgada la
Constitución, no puede mantenerse, sin lesión de ésta, aquella
doctrina general que venía a exigir para la apreciación del arrepen­
timiento la concordancia entre la confesión del procesado y el
relato histórico de los hechos contenidos en la Sentencia, por
cuanto tendría la significación de imponer indirectamente en el
procesado la obligación de declararse culpable produciendo su
mdefensión, en contradicción con el art. 24 de la Constitución».

c) La Sala Segunda del Tribunal Supremo, por Sentencia de 4
de marzo de 1986, desestima el único motivo del recurso y, por
tanto, confirma la Sentencia de la Audiencia. Señala en primer
lugar esta Sentencia los elementos que, según la jurisprudencia que
cita, son necesarios para que concurra el arrepentimlento espontá­
neo como atenuante de la responsabilidad penal; añade a continua­
ción que «1a autoconfesión de los hechos en el plano propio de la
culpabilidad» no es requisito exigido por el sector mayoritario de
la doctrina, bastando «sólo, como exige el precepto, la confesión de
la infracciÓn», examinando este requisito en relación con el artículo
24.2 de la Constitución; y tenmna desestimando la atenuante
porque mal puede acollerse a ella quien, «Wla vez realizados los
hechos, y cuando ya la Guardia Civil habia practicado las primeras
diligenCias alertada por la llamada de un vecino, se presentó en las
dependencias de la misma, dando una versión distinta a los hechos,
afinnando que se había producido un forcejeo entre los contendien­
tes y que se había disparado el anna accidentalmente, falseando tan
notonamente los hechos que no tienen el menor parecido o
concordancia con la realidad». La Sentencia se refiere, por último,
a la inoperatividad de la atenuante porque la Sala de Instancia
«aplicó la pena en el grado mínimo, por lo que eljuego de la misma
resultaba Inane».

2. En el recurso de amparo se impugna la desestimación de la
atenuante, citándose como precepto infringido el art. 24 de la
Constitución, concretamente en lo relativo a los derechos «a no
declarar contra sí mismo» y «a no confesarse culpable» que se
reconocen en el apartado 2 del citado artículo, razonando la
infración en ténninos similares a los que había expuesto en el
recurso de casación. Insíste en que la doctrina del Tribunal
Supremo desarrollada en la Sentencia recurrida, de exigir, para
apreciar la concurrencia de la atenuante de arrepentimiento espon­
táneo, una declaración contraria a los intereses del inculpado,
vulnera el art. 24 de la Constitución, por cuanto significa «imponer
una interpretación limitativa del derecho» que dicho precepto
proclama. Entiende, pues, el recurrente «que la Sentencia de la Sala
Segunda del Tribunal Supremo, de 4 de marzo de 1986, que
desestimó el recurso de casación fonnulado contra la Sentencia de
29 de mayo de 1984, de la- Audiencia Provincial de Tarragona,
viola el arto 24 de la Constitución Española, al exigir, como
requisito de aplicación a la atenuante de arrepentimiento espontá­
neo, la autoconfesión del procesado, en el momento en el que se
presentó ante la autoridad, dando una versión equivalente a la que
la Sentencia condenatoria recoge como fundamento de la resolu­
ción que establece». Por ello solicita se declare nula la Sentencia
recurnda «por contraría al arto 24 de la ConstituciÓn» y se declare
el derecho del recurrente «a que no se le niegue la apreciación y
concurrencia de la atenuante de arrel?Cntimiento espontáneo en los
hechos enjuiciados ~r la Sentencia Impugnada, por la circunstan­
cia de no ser coincidente la versión que dio al poner en conoci­
miento de la autoridad aquéllos, con la versión de hechos probados

que recoge la Sentencia condenatoria, lo que deberá tener su
oportuno reflejo atenuatorio en la J.lCna impuesta por la Sentencia».

3. La Sección Tercera del Tnbunal, por providencia de 16 de
abril de 1986, acordó: Admitir a trámite el recurso, teniendo por
parte en nombre del recurrente al Procurador de los Tribunales don
Albito Martínez Díez¡ requerir a los órpnos judiciales la remisión
de las actuaciones 81 Tribunal Y el emplazamiento de quienes
hubiesen sido parte, a excepción del recurrente, en el procedi­
miento penal por si les conviniere personarse en este proceso
constitucional; ordenándose, finalmente, la apertura de la pieza
separada de la suspensión solicitada por el recurrente.

Recibidas las actuaciones judiciales y personado el Procurador
de los Tribunales don Enrique Brualla de Pini&, en nombre del
petjudicado don Juan Manuel Merino Blanco, la Sección, por
providencia de 21 de mayo de 1986, acordó tener por personado y
parte al citado Procurador en nombre de la I'8rte perjudicada y, de
confonnidad con el art. 52.1 de la LOTe, dar vista de las
actuaciones a las partes personadas y al Ministerio Fiscal, para que,
en el plazo de veinte días, fonnularan las alegaciones que estimasen
procedentes.

4. El Procurador de los Tribunales señor Brualla, en nombre
de don Juan Manuel Merino Blanco, por escrito presentado en el
Tribunal el 6 de junio de 1986, se opuso al recurso de amparo y
solicitó Sentencia por la que se declare no haber lugar al mismo.
Apoya su impllllllllci6n del amparo en que, como recoge la
Sentencia, lo feálizado por el procesado, cuando ya conocía la
aP.l:rtura de las diligencias, fue «intentar enpñar al instructor de las
diligencias y a las autoridades judiciales, contando una versión de
los hechos totalmente tiIlsa». Tal actuación, por no comprender los
requisitos necesarios~ la apreciación de la atenuante, prueba, a
juicio de la parte perJudiClld., que «DO ha habido nunca arrepenti­
miento» por parte del procesado, quien, durante la tramitación del
procedimiento, ha hecho objeto de continuas mofas a la victima a
quien ya había anunciado que utilizaría toda clase de recursos para
que la Sentencia «no fuera nunca ejecutada».

El Ministerio Fiscal, por escrito de 13 de junio de 1986, destaca
la circunstancia de que en el recurso se impugna sólo la Sentencia
del Tribunal Supremo y no la dictada en la mstancia que no apreció
la atenuante en virtud de unos hechos, cuyas consecuencias
iuridicas en orden a la misma han sido confirmadas por el Tribunal
Supremo que se limita a puntualizar y matizar los fundamentos
juridicos, y pone de relieve la inoperatividad práctica del recurso
toda vez que, los Tribunales competentes en uso del arbitrio
judicial han impuesto la pena en el grado mínimo posible y para
descender de grado no bastaría que «B consecuencia de este proceso
constitucional resultara de obligada aplicación la atenuante, sino
además que se apreciara como muy cualificada (art. 61.S.· del
Código Penal) y esto no es objeto del recurso de amparo ni sobre
ello puede pronunciarse el Tribunal Constitucional, como se lee en
el Auto de 21 de mayo de 1986, dictado en este mismo proceso al
denegar el Tribunal la suspensión de la ejecución de la Sentencia
impugnada». En cuanto al problema de fondo que el recurso
plantea, entiende el Ministerio Fiscal que no se da la infracción del
arto 24.2 de la Constitución, por las siguientes razones: Porque no
es cierto que el Tribunal Supremo lifinne que para apreciar la
atenuante «1os hechos relatados por el recurrente a la Guardia Civil
tenían que coincidir plenamente con el factum de la Sentencia
condenatoria». Lo que dice la Sentencia es que el recurrente en su
primera declaración «dio una visión tan disttnta de la realidad que
no tenía el menor parecido o concordancia con ella»' añade el
Ministerio Fiscal que tampoco es cierto que el TribuiUíl Supremo
exija la autoconfesión de culpabilidad del reo para apreciar la
atenuante, sino que expresamente rechaza esa mterpretación y
considera que lo único exigible es «confesar la infracciÓn», no como
«Butoconfesión completa en el plano de la culpabilidad, sino del
reconocimiento de unos hechos penaJmente tfplCOS, con exigencia
de razonable concordancia con lo verdaderamente sucedido, que
traducen un comportamiento que pone de manifiesto el arrepenti­
miento de quien loa ha realizado, porque no puede olvidarse que
el fundamento esencial y primariamente subjetivo de la atenuante
es el arrepentimiento». Pues bien, partiendo de estas consideracio­
nes, entiende el Ministerio Fiscal que el art. 24.2 de la Constitución
que garantiza a todos los ciudadanos que los poderes públicos, y,
en concreto, el poder judicial, no puedan obligarle a confesarse
culpable, no prolu'be a nadie que, voluntariamente, confiese la
infracción y que a 6sta «se anude un efecto beneficioso 'i atenuato­
rio» de la responsabilidad. En suma, para el Ministerio Fiscal «ligar
un efecto beneficioso a la confesión voluntariamente prestada no es
privar del derecho fundamental a no confesar si no se quiere». De
ahí que esta atenuante, 9.' del art. 9 del Código Penal, no fuera
afectada por la refonna operada por la Ley Ot¡ánica 8/1983,
promulgada para adaptar el c.P. a la Constitución. Termina
solicitando Sentencia desestimatoria del recurso porque, en defini­
tiva «Iladie obligó al recurrente a ir al cuartel, ni a declarar contra
sí mismo, que es lo que hubiera lesionado palmariamente su
derecho fundamenta1».



BOE núm. 137. Suplemento Martes 9 j\wjo 1987 29

13601

El recurrente, por escrito presentado el 16 de junio de 1986,
evacuando el trámite de alegaciones, se remite y da por reproduci­
das totalmente las efectuadas en su escrito de formalización del
recurso de amparo.

S. Tramitada en pieza separada de este recurso la suspensión
de la ejecución de la Sentencia recurrida solicitada por el deman­
dante, la Sala, por Auto de 21 de mayo de 1986, acordó no haber
lugar a la suspensión solicitada.

6. Por providencia de 13 de mayo de 1987, se acordó señalar
para deliberación y votación de esta Sentencia el dia 20 siguiente.

n. FUNDAMENTOS JURIDlCOS

1. De los derechos reconocidos por el arto 24.2 de la Constitu­
ción se denuncian en el recurso de amparo como infringidos los dos
siguientes: El derecho «lI no declarar contra sí mismo» y el derecho
4ClI no confesarse culpable». La vulneración de estos derechos no se
basa en que el recurrente se haya visto obliJlldo, contra lo dispuesto
en dicho precepto, a hacer una declaracIón de autoculpabilidad,
sino porque no se le ha aplicado la atenuante 9." del arto 9 del
Código Penal -arrepentimiento espontáneo- en virtud de una
interpretación contraria a los citados derechos. Para el recurrente,
la Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo exige, para
apreciar la atenuante, «una declaración contraria a los intereses del
inculpado, una declaración contra sí mismo coincidente con la
apreciada por la Sen\Cncia condenatoria» y esta exigencia, por
limitativa de aquellos derechos constitucionales debe conducir a la
nulidad de la Sentencia condenatoria para que en ésta tenga «su
oportuno reflejo atenuatorio» el arrepentimiento espontáneo inter­
pretado a la luz de los derechos reconocidos al inculpado por el
articulo 24.2 de la Constitución.

Mas este planteamiento que uf formulado podrfa tener alcance
constitucional, el relativo a compatibilizar aquellos derechos no

'necesariamente contradictorios con 1& atenuante de arrepenti­
miento ~ntáneo, no se produce ~n el presente. caso porque,
como IeJUldamente veremos, la interpretación jlll'idU:a que hace la
SentencIa recurrida J?8T8 RChazar la atenuante no es la que el
recurrente impugna, smo la que, coincidente en buena parte con sus
razonamientos se contiene en ella en términos que en nada se
oponen a los derechos supuestamente vulnerados.

2. No corresponde a este Tribunal, conforme al articulo 117.3
de la Constitución y a lo dispuesto en los arts. 41.3, 44.1, b), y S4
de su Ley Or¡ánica, coherentes con aquel precepto constitucional,
examinar o valorar los hechos enjuiciados ~r los órganos judicia­
les o hacer consideraciones sobre su actuaCIÓn, más que en el caso
que resulte necesario para preservar o restablecer alguno de 105
derechos fundamentales susceptibles de amparo constitucional. Por
ello, la referencia que a continuación hacemos de los hechos y
razonamientos contenidos en la Sentencia recurrida, no tiene más
• ficación que la de constatar la diferencia entre el plantea­
mIento que hace el recurrente para impugnar la Sentencia y el que
realmente se contiene en ésta:

En el primero de los fundamentos juridicos, recoge la Sentencia
del Tribunal Supremo con cita de su jurisprudencia, los. dos
elementos necesarios para la concurrenC18 del arrepentlmlento­
espontáneo (art. 9, circunstancia 9." del c.P.): a) Estado de pesar o
reconocimiento de haber obrado mal o, simplemente, sentimiento
de temor al castigo, a lo que hay que ligar el elemento cronológico
de hacer la manifestación 4ClIIltes de conocer el culpable la apertura
de procedimiento judicial y que responda a estimulos de esponta­
neidad»; y b) Como segundo elemento señala que.. de forma
alternativa, conjunta o incluso lU~iv" ~nste acreditado qu~ el
culpable ha procedido a~ o dismmUlT 105 efectos del debto,
a dar satisfacción al ofendido, o a confesar a las autoridades la
infracción «con la suficiente entidad y en términos suficientes de
identificación del hecho cometido». Respecto. de este ~ndo
elemento hay que decir desde el primer momento que no comcide
con el que se impugna en el recurso: No es lo mismo que la

Saja Primera. R«urso de amparo número 66611987.
Sentencia número 7611987, de 25 de mayo.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don FranCISCO Rubio
lJorente, don Luis Diez-Picazo y Ponce de León, don Antonio
Truyol Serra, don Eugenio píaz Eimil y don ~iguel Rodríguez­
Piñero y Bravo-Ferrer, Mllg1strados, ha pronunCIado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo electoral núm. 666 de 1987, promovido
por don José Maria Ahad Tundidor, Procurador de los Tribunales,

confesión tenga la suficiente entidad para conocer el hecho com.e­
tido -que es lo que dIce la ~entenCla-, que CXlgJr una confeslOn
coincidente con el relato fáctICO que se haga e:l la Sentenc18 que
ponga fin al procedimi~nto -que e~ el.elemen,tc ,impugnado-o Es
cierto que en la SentenCia de la AudienCIa ProvlDclaI de Tarragona,
como hemos recogido en el antecedente pnmero, al hacerse
referencia a este requisito se decía que «... tal presentación o
confesión ha de realizarse a impulsos étICOS, espontáneos o morales
de arrepentimiento, de!>iendo ser la confesión veraz y no dando
una versión exculpatona y desfigurada de los hechos, como dIO el
procesado, muy distinta a la redacción fáctica de la pre~ente
resolución, que da lugar a que fun.dada!llenle no ¡:meda aprecIarse
la aludida atenuante». Pero esta eXIgenCIa de veraCIdad, aun SIendo
más atenuada que la impugnada pOr el recurrente, no se contiene
en la Sentencia recurrida. Al contrario, en el fundamento jurídico
segundo el Tribunal Supremo se refiere expresamente a que «por
algún s~tor de la doctrina se ha pretendido incardinar otro
elemento (además de los dos expuestos en el primer fundamento),
como el que supone la confesión de los hechos en el plano propIo
de la culpabilidad y que no ha sido aceptado por el sector
mayoritano, en tanto en cuanto sólo se exige por el p.rece~to la
confesión de la in~ión». Es, pues'. claro que la eXIgencIa de
veracidad de la confeSIón en térmlllos Illuales o eqwvalentes a los
hechos que se afirmen por la Sente!1c18 con.denatoria, ~o .es un
requisito al que subordine la Sentenc18 recumda .Ia apr~claClón de
la atenuante, sino que, al margen de 4?tras conSideracIOnes sobre
estrategia procesal en que no es precISO entrar, la razón de no
apreciar dicha atenuante es la que se recoge asl en el tercer
fundamento: «Mal puede acogerse a dicha ate1!uan~e.quien,una ve'!­
realizados los hechos, y cuando ya la GuardIa CIVIl habia Pfl!Ctl­
cado las primeras ~ncias, alertada por la llamada de un vecmo.
dando una versión distinta a los hechos, afirmando que se habia
producido un. forcejeo entre los contendientes y que se habla
disparado el arma accidentalmente, falseando tan notoriamente los
hechos que no tienen el menor parecido o concordancia oon la
realidad». Y es esta razón la aotoria falsedad de los hechos
confesados, contraria al arrepentimiento y a la esponl!lneidad que
caracterizan la atenuante, según los elementos defirudores de la
misma, la que tiene en cuenta el Tribunal Supremo para rechazar
su aplicación en el presente caso. '

No se da, pues, la vulneraci~n del art..24.~. de la Constitución
que se denuncia en el recurso] ~o la aphcaC;I0n. del Derecho por
el Tribunal Supremo en los térmmos que estimo procedentes con
arreglo a su propia doctrina que en nada contradIce los derechos
constitucionales 4ClI no declarar contra sí mismo» y «lI no confesarse
culpable», invocados por el recUJTe!1te, .puesto que,. en definmva
como acertadamente señala el Mlrusteno FIscal, «hgar un efecto
beneficioso a la confesión voluntariamente prestada, no es privar
del derecho fundamental a no confesar si no se quiere».

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,

POR LA AUTORIDAD QUE J-E CONFIERE LA CONSTITU­
CION DE LA NACION ESPANOLA,

Ha decidido:
Desestimar el recurso de amparo interpuesto por el Procurador

de los Tribunales don Albito Martlnez Diez, en representación de
don Casimiro Pérez Nosti, contra la Sentencia de la Sala Segunda
del Tribunal Supremo de 4 de marzo de 1986.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a veinticinco de mayo de mil novecientos
ochenta y siete.-Gloria Begué Cantón.-Angel Latorre
Segura.-Fernando Garcfa-Mon y. González-Regueral.-Carlos de la
Vega Benayas.-Jesús Leguina ViIla.-Luis López Guerra.-Firmados
y rubricados.

en nombre y representación del Partido Socialista Federal, contra
el Acuerdo de la Junta Electoral de Zona de la Coruña de I1 de
mayo de 1?87, que denegó.la proclamación de la.C!lndidatura del
citado partido para las eleccIones locales en el mUDlClplo de ArteIXO
y contra la Sentencia de la Audiencia Territorial de La Coruña, de
19 de mayo de 1987, que ciesestimoel recurso contencioso electoral
interpuesto contra dicho Acuerdo.

Ha intervenido el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente el
Presidente don Francisco Tomás y Valiente, quien expresa el
parecer de la Sala.

I. ANTECEDENTES

1. El día 21 de mayo tuvo entrada en este Tribunal un escrito
de don José María Abad Tundidor, Procurador de los Tnbunales,


